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1 )  El monopolio de la acción $enal.-El monopolio de la acción penal conierido 
al Ministerio Público. ha planteado en México problemas de indudable trascendencia 
y que se encuentran todavía sin resolver. 

La Suprema Corte de Jiisticia, con celo que merece elogio, se ha esforzado eii 
hallar una fórmula que resuelva el qiie es, sin duda, el más importante de ellos, que 
se refiere al estado de indefensiún eii que quedan los intereses legitimas de las 
víctimas de los delitos en los casos en que el Ministerio Público no cree oportuno 

al ejercicio de la acción penal o en aquellos eii que, habiéndole iniciado, 
desiste por estimarlo así procedente. 

La Suprema Corte de Justicia ha mantenido hasta ahora el criterio de que los 
actos del Ministerio Público que significan falta de ejercicio o desistimiento de la 
acción penal no pueden ser impugnados mediante el juicio de amparo. Por  el con- 
trario, sostiene que el amparo es procedente cuando se trata de actos del Ministerio 
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Público realizados en el ejercicio de su función investigadora previa al ejercicio de 
la acción penal. 

Este criterio se ha fundado en uiia distinción entre actos del Ministerio Público 
realizadas como autoridad y actos del Ministerio Público realizados como parte. Esta 
distincibn. a su vez, se relaciona con el criterio legal según el cual el Ministerio 
Pública tiene en el proceso la calidad de parte. 

Frente a ecta manera de ver el problema, por la Suprema Corte de Justicia, 
el ejercicio de la acción penal por sus titulares quedaba sin más correctivo posible 
que el llamado control interno, realizado por la superioridad, que dicho sea de paso 
y sin propósito de molestar a nadie, no ha constituido hasta el momento garantia 
alguria para los intereses afectados en estos casos. 

La Suprema Corte de Justicia ha elaborado una nueva tesis (Amparo 9737/1949), 
con la que pretende haber resuelto el problema de la protección debida al oferidido 
directamente por la infracción penal. La nueva tesis representa una rectificación im- 
portante de la Sala Penal, puesto que admite la posibilidad legal del amparo contra 
actos del Ministerio Público que hasta ahora habia calificado coma actos de parte. 

"Las distintas fases de las actividades del Ministerio Público -se lee en la eje- 
cutoria de refereticia- en realidad han sido mejor y más claramente apreciadas por 
In mayoria de ecta Sala que por la jurisprudencia de la Corte. Y lo han sido, porque 
el voto mayoritario distingue cuándo el Ministerio Pública actúa como parte y cuán- 
do como autoridad. Es autoridad en los actos previos que realiza para averiguar la 
comisión de las delitos a efecto de ejercitar la acción penal. Pero es factible que 
vuelva a actuar como autoridad dentro del proceso mismo. como en el caso que 
motiva el presente juicio, tal cuando ejercita dentro del proceso funciones de impe- 
rio. ya sea al formular conclusiones inacusatorias, o ya al desistirse de la acción in- 
tentada, por lo que es evidente que tales actos decisivos tienen que quedar sujetos 
al control constitucional, el cual ~ermit i rá  apreciar si tales actos se estructuran o 
no con apego a los presupuestos de la legalidad, pues que lo contrario equivaldria 
a ampliar las facultades de Ministerio Púbico a órbitas que el articulo coiistitucional 
(el 21) no concentra en él." 

Hasta ahora, la dificultad, para la Suprema Corte, con que se tropezaba para 
inter~oner cl amparo contra el desistimiento de la acción por el Ministerio Público, 
estaba en su condición de parte. Todos los actos realizados por el Ministerio Público 
dentro del proceso eran considerados por la Suprema Corte como actos de parte y, 
por lo tanto. a su juicio, siendo actos de esta naturaleza quedaban fuera de las posi- 
bilidades del amparo, que debe versar sobre actos de autoridad. Ahora la Suprema 
Corte entiende que dentro del proceso el Ministerio Público realiza, unas veces, 
actos de parte, y otras actos de autoridad. (La tesis, para nosotros, es absurda). 

La nueva tesis de la Suprema Corte se presta a serias objeciones. En un ra- 
metitario sobre esta ejecutoria (publicado en el número de la interesante revista 
"Foro de México" corres~ndiente al 15 de junio próximo pasado) el Dr. Pallares 
premlnta: "(Puede afirmarse fundadamente que el ejercicio de una acción es acto 
de parte y su desistimiento no tiene este carácter, sino que se convierte en un acto 
de imperio judicial? (La  parte deja de actuar como tal cuando se desiste de la 
acción ? 



Para el Dr. Pallares, "no existe razi>n alguna ni principio jurídico que pueda fun- 
dar la tesis de que el actor en un proceso sólo actúa como parte cuando ejercita 
la acción Y no cuando se desiste de ella". 

Realmente resulta extraña la figura de un sujeto procesal que en el curso del 
proreso es o deja de ser parte según los diferentes actos que está autorizado para 
realizar. 

La priocuparión de la Suprema Corte por resolver el problema que cree haber 
resuelto es, ciertamente laudable, pero poco ieliz en su fundamentacióii. La solución, 
par otra parte, no es tal solución. porque la admisión del amparo contra el acto 
en virtud del cual se desiste de la acción penal, no constituye un remedio eficaz 
para satisfacer el legitimo interés del oferidido. Conocida la actitud en que frente 
a las ejecutorias de amparo se colocan las autoridades superiores, se puede deducir 
Iñ eficacia que una acción penal ejercida por imposición judicial teiidria en la gene- 
ralidad de los casos. Aparte de esto, cuarido llegue el momento de ejercerse. habrá 
pasado el tiempo suficiente para que el reo se ponga a cubierto de sus eiectos, puesto 
que el reiago es, al parecer, una enfermedad crúiiica de la justicia federal. 

El proble~na de que se trata no puede ser resuelto de manera conveniente más 
que por via legislativa. Es al Congreso de la Unión al que le corresponde dar la 
fórmula legal para evitar que el desistimiento de la acción por el Ministerio Público. 
o su negativa a ejercerla inicialnicnte, deje sin defensa el interés legitimo que el 
ofendido tiene en materia penal. 

Con motivo de otra ejecutoria de la Suprema Carte (Revisi& 8239/1948. re- 
suelta el 30 de abril de 1949), en la que se afirmaba la procedencia del amparo contra 
los actos realizados por el Ministerio Público en el periodo preparatorio del ejercicio 
de la acción, nos permitimos dudar de la eficacia de este remedio. Los argumentas 
de entonces los consideramos válidos frente a la nueva tesis del órgano suprenio de 
la justicia federal. 

Los inconvenientes del monopolio de la acción penal con inherentes al sistema y. 
por lo tanto, no pueden remediarse sino con la supresión del monopolio. Esta puede 
realizarse con urja reforma de los Códigos de Procedimientos Penales, sin que 
exista obstáculo constitucional algiino que a ello se oponga. Pendiente en el Congreso 
de la Unióii la discusión de u11 Proyecto de Código de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal y Territorios, la ocasión es magnifica para resolver un problema 
que debe considerarse todavia en pie. 

Cuando el Código de Procedimieritas Penales para el Distrito Federal y Terri- 
torios (articulo 2) atribuye al Ministerio Público el ejercicio exclusivo de la acción 
penal (el Federal de Procedimientos I'enales no lo otorga expresamente, pero afir-  
ma idéntico criterio al negar al perjudicailo la calidad de parte) lo hace creyendo in- 
terpretar acertadamente el articulo 21 de la Constituciún Federal, pero, realmente, la 
interpretación es errónea. 

E l  texto del referido articulo 21 no permite semejante interpretación, que está 
en desacuerdo con el contenido ideológico de la Constitución. lliclio precepto cons- 
titucional establece que la imposición de las penas es propia y exclusiva de la auto- 
ridad judicial y, en párrafo aparte, que la persecución de los delitos incumbe al Mi- 
nisterio Público (y  a la policía judicial). El texto constitucional no alude a la ex- 
clusividad más que en lo referente a la imposición de las penas, por lo que Iiay que 



admitir que la persecución de los delitos, si bien es incumbencia del Ministerio 
Público, no lo es con carácter exclusivo. 

E l  monopolio de la acción concedido en México (y  en otros paises) al  Ministerio 
Público, priva al perjudicado directamente por el delito, del derecho de defender en 
el proceso un interés legítimo, y al negarle la calidad de parte, coloca,dicho interés 
a merced de un funcionario que con su inactividad, con su negligencia o con sus 
desaciertos puede dejarlo prácticamente insatisiecho. 

El problema que plantea la inactividad del Ministerio Público en la preparaciin 
y ejercicio de la acción exige un remedio. pero que sea eficaz, lo que quiere decir, 
principalmente, que sea rápido. Este remedio tio lo tiene en su mano la Suprema 
Corte, pero si el legislador. Hay que reconocer. que la solución de los problemas que 
plantea el inonopolio de la acción conferido al Ministerio Público sólo el legislador 
pnede darla. No se trata, en realidad, de llenar una laguna del derecho por la vía 
jurispriidencial, sino de modificar una realidad legal que presenta gravisiinos incon- 
venientes, según el testimonio de la experiencia. 

El Ministerio Público ha ejercido hasta ahora una potestad prácticaniente no 
sujeta a control eficaz. La posibilidad de interpoiier el juicio de amparo contra los 
actos que realiza en el periodo previo al de ejercicio de la acción, ampliada con la 
de impugnar los actos que signifiquen omisión del ejercicio de la acción o desisti- 
miento una vez iniciado éste, no iros parece una fórmula acertada para acabar con 
el inconveniente más grave que el monopolio de la acción penal por el Ministerio 
Público tiene a nuestro entender. 

Hemos dicho alguna vez y lo repetimos ahora, que imponer el ejercicio de la 
acción penal al Ministerio Público como corisecuencia de una resolución judicial. 
que es la conclusión a que conduce la coiiceción del amparo como remedio a la si- 
tuación de indefensión de los derechos de la víctima del delito creada par la inhibición 
del Ministerio Público, en un régimen de monopolio de la acción penal, aparte de 
que no puede conducir prácticamente al resultado apetecido, equivale a desconocer 
peligrosamente la autonomla de la funciún del Ministerio Público frente a los 
Tribunales, necesaria para que el juego de los distintos órganos que contribuyen a 
la administración de la justicia, en el ramo penal, garantice igualmente el interés 
público y el privado, inseparables en cuanto se refiere a los resultados de las activi- 
dades judiciales. 

En consecuencia, la única forma de control admisible respecto al ejercicio de 
le acción penal por el Ministerio Público es la que se produce en todo servicio píj- 
blica, atribuida al superior sobre el inferior, con a sin órgano esl>ecifica, forma de 
control que ya existe en la legislacióii orgánica del Ministerio Público mexicano, 
aunque su eficacia sea tan discutible como discutida, y que no habría de desapa- 
recer aunque se privase a los funcionarios de esta institución del monopolio de 1.1 
acción penal, pues una fiscalización de esta naturaleza cobre las actividades de los 
funcionarios afectos a cualquier servicio oficial es siempre necesaria. 

Frente al problema rle que tratamos, existen dos soluciones entre las cuales es 
posible escoger: la de acabar con el monopolio de la acción penal atribuido al Mi- 
nisterio Público, estableciendo el sistema de la Ley española de Enjuiciamiento Cri- 
minal de 15 de septiembre de 1882, que permite el ejercicio de la acción de parte 
junto a la acción oficial del Ministerio Público. y que puede ejercitarse aun en el 



caso de decistiiiiieiito <le éste, y la de otorgar al Ministerio Público la primacía para 
el ejercicio de la acción penal, pero reservando a los ~>erjudicados directamente por 
el delito el derecho de ejercerla ciiando el Ministerio Público no lo Iinjia por cual- 
quier malivo. 

El  reconocimiento de la posibilidad legal del ejercicio de la acción petial por 
el ofendido, coiistituiría, a riiiectro juicio, un progreso en relacióri con el sistema de 
moiiopolio y contribuiría de maiiera importante al mejorarnieiito de la justicia penal. 

2)  Naturelrzo de la querella.-De acuerdo con el criterio sentado por la Sala 
de la Suprema Corte (Amparo clirecto 5058/1946). la qiierella perinl constituye tina 
condición de procedibilidad que, a su vez, se resuclve eri uiia condiciim de puiiibili- 
dad, porque si bien la misma no determina riecesariarnelite la piinicibii del acto cri- 
minoso, no se puede dejar de reconocer que siii ella no es posible 5;mcionarlo. 

3) Compct.encio en los conflictos de trabajo.-la facultad que cl articulo 124 de 
la Ley dc Vias Generales de Comunicación reconoce a la Secretaría de Coinuriicacio- 
nec y Obras Públicas para resolver los conflictos que surja~i coxi motivo de la aplica- 
ción de las tarifas, clasificacióii de efectos y demás asuntos siiniiares concxoc a las 
vias generales de comunicacióii, se refiere exclucivnrneiite a los de caricter admi- 
nistrativo, pues 10s <le carácter jurisdiccional que se prcscriteii cntrc el capital g 
el trabajo, son privativos de las Juntas de Conciliacióri y Arbitraje (Aniparo directo 
&594/1948). 

4) Relaciones obrero-patronales.-Cuando varias personas explotan en romiin de- 
termiiiada negociación, la circunstancia de que no aparezcan organizadas eii alguna 
de las formas de sociedad niercantil o civil que las legcs autorizan, no significa 
ni mucho merias, que los obreras que prestan sus servicios eii el centro de trabajo 
de que se trate, sostengan con cada una de esas personas una relaciúii laboral inde- 
pendiente, sino que se entiende que el contrato se celebró entre cada uno de las traba- 
jadores y el conjunto de patrones coiisiderndoc como un solo sujeto (Amparo direi- 
to 4044/1950) 

5) E1 Scgliro Social y la5 Inrtitzccioncs de Benefic~nriii.-De acuerdo con 1:a 
jurisprude~icia de la Supreina Corte, reiteiadatiiente coiifirmada, Ins Institucioriec <le 
Beneficeiiria Privada, eri atención a que iio persiguen finalidades lucrativas, sino la 
realimcióii de servicios Iiumanitarios de asistericia, absolutameiite <lesinteresados, es- 
tán dispeiisadas de pacrir siis aportacioiies al Seguro Social, por estar éstas califi- 
cadas conio de 11-tiiraleza fiscal (Kevisibn 295/1953) 

6 )  I:i>ibnrgns.-La Sala Auxiliar de la Suprema Corte, en ejecutoria reciaite, 
ha rcitcrado sobre esta materia el criterio formulado en el seiiti<lo de que uii eni- 
bargo sblo puede producir efectos válidos cuando recae en bienes que 7.1 practicarse 
perteneci;m al deudor, caso eri el qiie In carga impuesln sobrr el bieii objeto <le 
aseguramiento sigue a éste, a pesar <le cualquier trasmisi6n posterior de la propie- 
dad, en forma que el adquirente queda obligado a resporider de la coiisecueiicia de 
la deuda: pero aclarando que nada de esto ocurre si al llevarse a efecto el embargo 
el bien estaba ya fuera del patrimoiiio del deudor demandado, pues entonces rio 
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solamente no prevalecen los derechos del embargante, sobre los del adquirente, sino 
que carece de validez el aseguramiento (Amparo dircto 1874/1951). 

7) Improbidod del trabajador.-Se considera causa suficiente para que el pa- 
trón rescinda sin responsabilidad de su parte el contrato de trabajo que el trabajador 
incurra durante sus labores en faltas de probidad y honradez, y si éste aduce que 
de acuerdo can el contrato calectivo que rige sus relaciones con el patrón no puede 
ser despedido por cualquier falta de probidad que cometa, sino únicamente por las 
expresamente señaladas en dicho contrato, debe probar la existencia de una estipu- 
lación en tal sentido, pues de lo contrario se admite que cualquier falta de la natu- 
raleza indicada constituye motivo de terminación de la relación laboral (Amparo 
directo 1124/1952). 

8) Renuncia de los derechos de los trabajadores.-Las disposiciones legales que 
establecen que son nulas y no surten efectos las estipulaciones de los contratos de 
trabajo que contienen condiciones que entraña" renuncia hecha por los trabajadores 
de algún derecho consagrado en su favor por las leyes, caiisignaii una nulidad de 
pleno derecho y su acción es imprescriptible, pues dichos actos no pueden convalidarse 
por el solo transcurso del tiempo (Amparo directo 5188/1952). 

9) Violaciones que no causen perjuicios.-Las violaciones constitucionalec come- 
tidas por las Juntas de Conciliación y Arbitraje que dan lugar a la concesión del 
amparo, son aquéllas que causan perjuicio a cualquiera de las partes y que una vez 
reparadas hacen desaparecer ese perjuicio, de manera que el quejoso sea restituido 
en el uso de su derecho; pero si la violación no causa perjuicio alguno y al ser 
reparada solamente se enmienda un error en el laudo, sin que haya ninguna posi- 
bilidad de que cambie el sentido del mismo, no se justifica la concesión del amparo, 
porque éste carecería de objeto (Amparo directo 4817/1952). . 

10) Ezclusión de socios en los cooperativos-La Secretaria de Economia no 
tiene atribuciones para decretarla, en iiingún cazo, pues esta facultad corresponde a 
la Asamblea General de estas sociedades, en los términos establecidos por la Ley 
General de Sociedades Cooperativas y por su Reglamento. De acuerdo con éste, los 
miembros de una sociedad cooperativa sólo podrán ser excluidos de ella por acuerdo 
de la,Asamblea Gcneral y a solicitud del Consejo de Administración o del de vigi- 
lancia, previa audiencia del interesado o de la persona que éste designe para que 
asuma su defensa o de la que nombre la Asamblea. si el socia no hace la designación 
(Revisión 3491/1953.) 

11) El Estado como autoridod.-De acuerdo con el criterio sustentado por la Sala 
Administrativa de la Suprema Corte (Revisión 4532/1953), el Estado obra como au- 
toridad siempre que ejccuta un acto o se niega a acceder a una petición, o amenaza 
o impide por medios pacificas o violentos, las actividades de un individuo a gnipo. 
o cuando se apodera de los bienes individuales administrativamente. por lo que la 
caracteristica del acto de autoridad es el ejercicio de la potestad pública y la uni- 
lateralidad del acto qur lleva a cabo el funcionario, que no perniite al individuo o 
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gr l iw a 10s que afecta, más defensa que la de acudir a la propia autoridad a a otras 
superiores, o al Poder Judicial, en su caso, para contrarrestar los efectos de ese acto. 

12)  Actas de inspección.-Las que levaiiteii los Inspectores del Fisco con dos 
testigos de asisteiicia, san docitmeritac de carácter público y hacen pnieba plena, por 
tratarse de pruebas documentales elaboradas por una autoridad eii el desempeíio de 
sus fuiiciones can los requisitos legales necesarios (Revisibn 4161/1953). 

13) Lo inconstitucionalidnd y .sus probienios.-El tribiinal Fiscal de la Federacion 
no puede estudiar ni decidir sobre las cuestiones relativas a la iiiconstitucianalidad 
de las lpyes, que únicnmente comlwteri al Poder Judicial de la Federación (Revisióii 
2638/1953). 

Esta tesis de la Sala A<lmiiiictrativa de la Suprema Corte es. a nuestro juicio, 
inatacable desde el punto de vista de la legalidad colistitiicional iiieric;~na. 

14) Condena en costos.-La Saln Civil de la Suprema Corte resuelve (Amparo di- 
recto 54/53) que si en el ejercicio de la acción pauliana el actor i io obtiene la deila- 
ración de nulidad de la correswndiente operación de cotlipravcnta, pero si que ze 
tenga como i i ie f iaz  tal venta para el efecto de declarar improcedentes las defensas 
del vetidedor, en un juicio de daños y perjuicios provenientes de desperfectos causados 
por un edificio a otro, no se está eti el caso de condenación fi~rzosa a que se refiere 
la irarrióri iv  del artic~ilo 140 del código de procedimieiitos civiles para el Distrito 
Fcderal, segúti el cual serán siempre coiideriados los que lo fuereli por dos sentencias 
conformes de toda conformidad de su parte recoliitiv+ sin tomar eii rirenta la decla- . . 
raciori iohre costas. 

15) Infrrpretación del nrlículo 14 consfifurionn1.-La ha realiz:ido la Sala Admi- 
nistrativa de la Suprema Corte en el sentido de que iiiaodo este articulo dispone que 
nadie puedc scr privado sin previo juicio, seguido ante los tril~uiiales preestableridos. 
<le siis posesiones y derechos, quiere decir que tratándose de procediiiiientas adminis- 
tratirrjs. que las autoridades dehrii oír al iiiteresa<la 4 darle op<irtiinidad de rendir 
pruehns; pero de iiingii,ra manera puede interpretarse eii el seiitido de que en todo 
procedimiento admiriistrativo debe recurrirse a la autoridad judicial para que ésta 
dé validez a los actos administrativos. pues de ser así, la esfera :iilmiiiistrativa qiie- 
daría supeditada al Poder Judicial, lo cual de ninguna manera ha sido la mentc del 
legislailor (Amparo en revisión 208/1954). 

16) Ll~nominación dc los confrafos-La Sala Civil de la Suprema Cortc ha de- 
clarado respecto de esta materia (Amparo directo 3374/1933) que el nombre rio hace 
al contrario, sitio que la esencia de éste se eiicuentra más allá de la autonomia incli- 
vidual y depende de la naturaleza <le las cosas, dado qiie las ilefiiiiciones legales de 
los ;ictos jiiridicos rio estári a la disliosición arbitraria de las partes, sitia que perte- 
neceii al orden público de la nacihn. 

17) I'rueha pericia¡.-De acuerdo coi, el criterio sustelitado por la Sala Civil de 
la Suprema Corte (Amparo directo 1981/1953), los dictámrnes periciales que no 
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aparecen rendidos en el juicio civil, sino en una averiguación penal por peritos que 
no fueron designados por las partes, sino por la autoridad que ~~ract icó la averigua- 
dóii, no puedex siirtir efecto alguno en dicho juicio civil, porque ello equivaldría 
a privar a las partes de su derecho de nombrar al perito o peritos que le correspon- 
den, o a recusar a los designados por la autoridad judicial. 

En realidad, la Sala afirma el criterio inobjetable de que cualquier medio de 
prueba para que surta efecto eii un proceso civil necesita ser ofrecida. admitido y 
practicado en el mismo, eii los términos señalados en el código de procedimientos 
civiles. 

La utilización de pruebas practicadas en un juicio para formar la convicción del 
juez que ha de decidir en otro distinto, no está permitida en nuestro enjuicianiiento 
civil, porque se considera que no podrían ser interpretadas ni valoradas adecuada- 
mente. 

18) Motiz,uciÚn de los actos de autovidad.-En las términos del articulo 14 de la 
Canstitucióri Federal de México, las autoridades responsables están obligadas a furi- 
dar expresamente en la ley los actos que produzcan, sin que sea suficiente, a tales 
efectos, que del contenido de la resolución reclamada se pueda deducir la conclusión 
en que se pretenda fundarlos (Amparo en revisión 1380/1953). 

La exigencia de la motivación o fundameutación de los actos de autoridad conc- 
tituye, desde luego, un serio obstáculo a la arbitrariedad de quienes los producen, y 
puede considerarse como una fórmula bastante eficaz para impedirla. 

19) Presentaciln de la d~ntanda de amparo.-La disposición contenida en el ar- 
tículo 167 de 13 Ley de Amparo, rlue autoriza que la presentación de las demandas 
de amparo directa se hagan no sólo ante la Corte y, en su caso, ante los Tribunales 
Colegiados de Circuito, sino tainbién par conducto del Juzgado de Distrito en cuya 
jurisdicción se encuentre la autoridad responsable, debe considerarse aplicada por lo 
preceptuado en el artíciilo 25 de dicha ley, que autoriza dicha presentación ante la 
oficina de correos correspondiente (Amparo directo 120/1953). 

20) El derecho de petición.-La Sala Administrativa de la Siiprcma Corte ha 
declarado, en una ejecutoria relacionada con el ejercicio del derecho de petición, que 
d articulo 8v de la Constitución Federal de Mexica otorgz a todos los ciudadanos, 
que cuando la autoridad o fuiicionario al cual se dirija no produzca el acuerdo corres- 
ziondierite, procede amparar al quejoso para el efecto de que la autoridad responsable 
la dicte y lo haga coiiaccr al iiiteres:ido en los términos establecidos I>or el expresado 
artículo constitucional (Revisión 1423/1953). 

La autoridad o fuiicionario a quien cualquier ciudadano se dirija en el ejercicio 
del derecho de petición, no está obligada a resolver en sentida favorable, pero sí a 
dictar el acuerdo que a su juicio corresponda y a comunicarlo al peticionario, pues 
de otro modo este derecho no tendría valor ni interés alguna. 

21) Clzeque si* fondos.-La Sala Penal de la Suprema Cortc ha reconocido, en 
ejecutoria reciente, que cuando se entrega un cheque, no por vía de pago, sino como 
mera garantía, por convenirlo aci con el beneficiario del mismo, y se advierte a Cste 



no haber fondos para cubrir el importe del documento, no se iiiciirre en rl delito (Ir 
iraude, sieinpre y ciianclo se prueben plenamente los anteriores elemiiitos (Anipnro 
directo 2166/1953). 

Esta tesis se funda cn el criterio, par nosotros ciei~ipre defeiiilido, <le qiie la 
pmisiiin de i i i i  cheque sir, iondas no es un acto ilelictivo sino en el caso <le que rons- 
titu?:: una maniobra encnmin:ida a defraudar a quien la recihe. 

22) Cicniri: perprfuo>i~~n!c notoblr-No procede imponer In pmia se5;il;id;i en cl 
articiilo 290 del cócligo penal para el Distrito Federal. qiie se reticre a Ins lesioiies 
qctc dejan uiix cicdtriz ~~erpetu;tmciite iiotahle, no ohstnnte existir certificados médicos 
que acusan dicha consrcueticia, si iio se ciimple con lo dispuesto en el articulo 142 
del cócliga de prarcdiniieiitos penales para el Distrito Federal, caiisictcrite en que el 
juez rii fe de Ins co!isecuencias visibles ile las lesiories. practicando la itispecci6ii 
~>rocedeiitc, pries si bien es cierto que 2 los peritos les corresponde :ipreciar la per- 
petui<lad de la cicatriz, su notaliilidad compete al juzgador en los t4rmirior legales 
exigidos (Amparo directo 3436/1953). 

23) Kepesentoci<in de los núcleos de p«bioción.-La representaci0n jiiridica de 
los ii<icleos de ~>ohlari<>ii. correswii<le a los comisarios ejidales; pero para que tal 
re~resentari<iri se realice es necesaria la coricurrencia de tres miembros componentes 
del Comisariada, por lo que si ia demanda de amparo de referencia sólo fué  firmada 
por el Presidente del Colmisariado ejidal quejoso, diclio amparo resulta improcedente 
(Revisión 979/1954). 
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